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El Tribunal Supremo se pronuncia  
sobre el alcance de la regularización  
del régimen FEAC y limita la eliminación 
automática del diferimiento  
de las plusvalías latentes

La regularización tributaria del régimen FEAC debe dirigirse 
en exclusiva a las ventajas fiscales abusivas efectivamen- 
te identificadas en el acuerdo de liquidación y sólo podrá 
afectar al diferimiento de las plusvalías latentes cuando la Ad-
ministración acredite en concreto, mediante una motivación 
reforzada, que éste constituía el principal objetivo perseguido 
con la operación.
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La inexistencia de motivos económicos 
válidos no determina por sí solo  
el rechazo total del régimen FEAC

1.	 Introducción

	 La reciente Sentencia del Tribunal Supre-	
mo de 20 de julio del 2026  (rec. cas. 
núm. 6518/2023) ha abordado la inter-
pretación de la cláusula antiabuso del ar-
tículo 96.2 del Texto Refundido de la Ley 
del Impuesto sobre Sociedades (aprobado 
mediante el Real Decreto 4/2004, de 5 de 
marzo) y ha concluido que, durante su vi-
gencia, no cabe negar de forma automá-
tica el diferimiento de la tributación de las 
plusvalías latentes inherente al régimen 	
especial de las fusiones, escisiones, apor-
taciones de activos y canje de valores 
(en adelante, «régimen FEAC») sobre la 
base de que la correspondiente operación 	
se ha realizado con la exclusiva finalidad 
de obtener una ventaja fiscal. 

	 Pese a que el objeto de la controversia 
jurídica planteada en este caso es la exé-
gesis de la cláusula antiabuso existente en 
la normativa anterior a la actual Ley del 
Impuesto sobre Sociedades (Ley 27/2014, 
de 28 de diciembre), se trata de un pro-
nunciamiento de especial relevancia don-
de el alto tribunal se manifiesta sobre el al-
cance de la regularización tributaria de las 

operaciones acogidas a este régimen, se 
limita la eliminación automática del diferi-
miento de las plusvalías latentes y se alude 
a las posiciones de la Dirección General 
de Tributos y del Tribunal Económico-Ad-
ministrativo Central a este respecto. 

	 Como es conocido, el artículo 89.2 de la 
vigente Ley del Impuesto sobre Socieda-
des establece que el régimen FEAC no 
será aplicable cuando la operación no se 
realice por motivos económicos válidos, 
sino con la mera finalidad de conseguir 
una ventaja fiscal. No obstante, añade ex-
presamente en un segundo párrafo que, 
en las actuaciones de comprobación de la 
Administración tributaria que concluyan en 
la inaplicación total o parcial del régimen, 
se eliminarán exclusivamente los efectos 
de la ventaja fiscal. A diferencia de la re-
gulación vigente, el artículo 96.2 del texto 
refundido no preveía ese matiz, omisión 
que ha suscitado posiciones encontradas 
respecto a si la inexistencia de motivos 
económicos válidos conllevaba, bajo el 
texto refundido vigente, la eliminación del 
diferimiento de la tributación de las plus-
valías latentes. 

2.	 Antecedentes del caso y cuestiones  
planteadas

	 El asunto que está en el origen de la sen-
tencia es la constitución por un matrimonio 
y sus dos hijas, principalmente mediante 
aportaciones no dinerarias de acciones y 

participaciones por parte 
de los cónyuges, de una 
sociedad holding en di-
ciembre del 2006, ope-	
ración que se acogió al ré-
gimen FEAC con la finali-
dad de disfrutar del dife-
rimiento de la tributación 	
que éste conlleva. Ello su-

puso que la persona física recurrente en 
casación no declarara ganancia patrimo-
nial alguna en el impuesto personal sobre 
la renta correspondiente al 2006 derivada 
de las aportaciones no dinerarias realizadas 	
en la constitución de la sociedad. Con su 
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interposición en el esquema de reparto 
del dividendo, la sociedad holding obtu-
vo la devolución íntegra de la retención 
practicada, por aplicación de la deducción 
por doble imposición de dividendos a la 
persona jurídica, mientras que la perso-
na física obtuvo un ahorro fiscal en ese 
mismo ejercicio. En el ejercicio siguiente, 
la nueva sociedad holding percibió divi-
dendos extraordinarios de una sociedad 
operativa que quedaron sin tributación 
efectiva por aplicación de la deduc-	
ción por doble imposición de dividendos. 
De haber sido percibidos directamente 
por la persona física habrían quedado su-
jetos a tributación. 

	 La Administración tributaria desarrolló 
actuaciones inspectoras en relación con 
el impuesto sobre la renta de la perso-
na física correspondiente a los ejerci-
cios 2006 y 2007, que concluyeron con 
la regularización de la declaración del 
impuesto correspondiente al 2006 por 
entender que la constitución de la socie-
dad mediante la aportación no dineraria 
especial de acciones y participaciones so-
ciales no cumplía los requisitos necesarios 
para acogerse a los beneficios fiscales del 
régimen FEAC, en especial porque la ope-
ración no obedecía a motivos económi-
cos válidos. En consecuencia, consideró 
que las plusvalías puestas de manifiesto 
en la operación debían someterse al im-
puesto sobre la renta de la aportante sin 
gozar del diferimiento que el régimen fis-
cal FEAC supone. No obstante, el acuerdo 
de liquidación identificó como verdaderos 
motivos de la operación la reducción de 
la tributación de los dividendos percibi-
dos de las participaciones aportadas así 
como la minoración de la tributación en el 
impuesto sobre el patrimonio y en el futu-
ro impuesto sobre sucesiones y donacio-	

nes. Tras ello, el Tribunal Económico-Ad-
ministrativo Central y la Audiencia Nacio-
nal rechazaron la pretensión de la recu-	
rrente de no considerar como ventaja fis-
cal abusiva el diferimiento de la tributación 
inherente al régimen especial FEAC o, al 
menos, que no se considerase como una 
de las ventajas fiscales abusivas identifi-	
cadas en el acto administrativo que prac-
ticó la regularización, en aplicación del 
principio de proporcionalidad y de la ju-
risprudencia del Tribunal de Justicia de la 	
Unión Europea. 

	 No resulta controvertida en vía de casa-
ción la inexistencia de motivos económi-
cos válidos en la operación antes referida, 
por lo que el debate casacional se circuns-
cribe a analizar si el principio de propor-
cionalidad delimita la cláusula antiabuso 
del artículo 96.2 del texto refundido (vide 
infra § 3.1) y, de ser así, aclarar si entre las 
consecuencias derivadas de la inexistencia 
de motivos económicos válidos en la ope-
ración litigiosa tiene cabida la eliminación 
del beneficio del diferimiento, haciendo 
tributar al contribuyente por las plusvalías 
latentes derivadas de la citada operación 
(vide infra § 3.2). 

3.	 El criterio de la Sala

3.1.	 El principio de proporcionalidad y el 
artículo 96 del texto refundido. Inter-
pretación conforme con el Derecho de 
la Unión Europea e inaplicación parcial 
del régimen FEAC 

	 En relación con la primera cuestión 
de interés casacional, el alto tribunal 
inicia su argumentación recordando 
que la cláusula antiabuso del artícu-
lo 96.2 del texto refundido, aplicable 
ratione temporis, sólo entra en juego 
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cuando con la operación se persiga 
el fraude o la evasión fiscal, presu-
miéndose esa finalidad si aquélla no 
se efectúa por motivos económicos 
válidos y se prueba que tiene como 
único objetivo obtener una ventaja 
fiscal. Advierte, igualmente, con cita 
de su jurisprudencia previa (Senten-
cia de 16 de noviembre del 2022, 
rec. 89/2018), que, si bien el hecho 
de que la operación no se efectúe por 
motivos económicos válidos —como 
la reestructuración o la racionalización 
de las actividades de las sociedades 
participantes— puede constituir una 
presunción de que aquélla tiene como 
objetivo principal el fraude o la evasión 
fiscal, esto es, conseguir una venta-
ja fiscal indebida, lo determinante es 
la finalidad elusiva o evasiva, no si 
concurre un motivo económico vá-
lido. Este último se configura como 
hecho base de una presunción cuya 
consecuencia es la finalidad fraudu-
lenta prohibida, sin que la obtención 
de una ventaja fiscal pueda determi-
nar, por sí, la suerte de la calificación 
de una operación. En otras palabras, 
«obtener una ventaja fiscal cuando 
ésta no es el objetivo principal de la 
operación, no la convierte, per se, en 
ilegítima, pues obtener una ventaja 
fiscal en modo alguno resulta incom-
patible con el régimen de neutralidad 	
fiscal». 

	 Así puede deducirse del añadido 
que contiene el artículo 89.2 de la 
Ley 27/2014 y que, según el preám-
bulo de ésta, se incluyó para atender 
a la necesidad de adaptar los regí-
menes especiales al ordenamien-
to comunitario, al que pertenece la 
Directiva 90/434/CEE, del Consejo, 	

de 23 de julio de 1990, relativa al ré-
gimen fiscal común aplicable a las 
fusiones, escisiones, aportaciones de 
activos y canjes de acciones realizados 
entre sociedades de diferentes Esta-	
dos miembros. 

	 En contra de la interpretación sosteni-
da por la abogacía del Estado, la Sala 
no alberga duda respecto a que el 
artículo 11.1a de la precitada directiva 
así como los artículos 96.2 del texto 
refundido y 89.2 de la Ley 27/2014 re-
cogen una cláusula antiabuso que tie-
ne por finalidad, como se desprende 
del primer considerando de la direc-
tiva, establecer normas fiscales neu-
tras respecto a la competencia con el 
fin de que las empresas se adapten 
a las exigencias del mercado común, 
sin que se vean obstaculizadas por 
restricciones, desventajas o distor-
siones particulares derivadas de las 
disposiciones fiscales de los Estados 
miembros. El único supuesto en el que 
los Estados miembros pueden esta-
blecer una excepción a la aplicación 
de la Directiva 90/434, respetando 
el principio de proporcionalidad, se 
produce cuando la operación de re-
estructuración tenga como objetivo el 
fraude o la evasión fiscal (art. 11 de la 
directiva y cdo. noveno), tal y como ha 
confirmado la jurisprudencia comuni-
taria (C-28/95, Leur-Bloem; C-126/10, 
Foggia; C-14/16, Euro Park Service; 
C-352/08, Modehuis). 

	 Las dificultades que surgen en la in-
terpretación de las cláusulas antiabuso 
de los artículos 96.2 del texto refun-
dido y 89.2 de la Ley 27/2014 —y, en 
particular, en la forma en que se debe 	
llevar a cabo la regularización de estas 
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operaciones— derivadas de la falta de 
claridad y precisión legislativas en la 
regulación del régimen fiscal han de 
superarse atendiendo al fin de neu-
tralidad fiscal que lo inspira y al prin-
cipio de proporcionalidad que, como 	
principio general del Derecho tan-	
to a nivel interno como europeo, for-	
ma parte del ordenamiento jurídico 
de la Unión. 

	 Así pues, los Estados miembros están 	
autorizados para adoptar medidas ad-
ministrativas destinadas a combatir el 
fraude y la evasión fiscal, pudiendo 
restringir la aplicación del régimen de 
neutralidad fiscal con medidas legis-
lativas de ámbito nacional, pero tales 
medidas deben respetar el principio 
de proporcionalidad, que exige que los 
medios establecidos sean adecuados 
para conseguir el objetivo perseguido 
y no vayan más allá de lo necesario 
para alcanzarlo. Principio de propor-
cionalidad que, conforme a la juris-
prudencia del Tribunal de Justicia, se 
entiende implícito en el artículo 11 de 
la directiva (C-28/95, Leur-Bloem) y, 
por ende, debe guiar la exégesis del 
artículo 96.2 del texto refundido por 
exigencia del principio de primacía del 
Derecho de la Unión, el cual obliga a 
los órganos jurisdiccionales a inter-
pretar, en la medida de lo posible, su 
Derecho interno de manera conforme 
con el Derecho de la Unión, protegien-
do los derechos que éste concede a 
los particulares. 

	 La mención que el vigente artícu-
lo 89.2 de la Ley 27/2014 efectúa so-	
bre la posibilidad de inaplicar parcial-	
mente el régimen FEAC obedece al 	
designio del legislador de reflejar 	

expresamente en la ley aquello que, 
con anterioridad, bajo el texto refun-
dido vigente, se encontraba implíci-	
to en su artículo 96.2, a través de lo 
dispuesto en el artículo 11 de la direc-
tiva y de una interpretación conforme 
con el Derecho de la Unión, consi-
deraciones que hacen innecesario el 
planteamiento de una cuestión preju-	
dicial. 

	 En definitiva, concluye el alto tribu-	
nal, el artículo 96.2 del texto refundido 
debe interpretarse a la luz del princi-
pio de proporcionalidad implícito en 
la Directiva 90/434. Si, por medio de 
esa cláusula antiabuso, el legislador, 
amparado por la directiva, ha querido 
adoptar medidas para luchar contra la 
evasión fiscal, sólo se puede conse-
guir una interpretación conforme con 
el Derecho de la Unión y compatible 
con el citado principio admitiendo la 
inaplicación parcial del régimen espe-
cial FEAC, incluso estando vigente el 
texto refundido, posición con la que se 
alinea la Dirección General de Tributos 
(Informe 292-05-INF) y alguno de los 
pronunciamientos más recientes del 
Tribunal Central (Resolución de 8 de 
mayo del 2026, RG 2211/2024).

	 En consecuencia, la comprobación de 
la inexistencia de motivos económi-
cos válidos no determina, por sí sola 
y necesariamente, el rechazo total 	
del régimen FEAC, sino la elimina-	
ción de las ventajas fiscales preten-
didas de forma abusiva por el contri-
buyente —que es a lo que conduce 
igualmente la aplicación del artícu-
lo 89.2 de la Ley 27/2024— y que 	
deben estar identificadas en el acuer-
do de liquidación. 
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3.2. 	Sobre la posibilidad de eliminar el 
diferimiento de la tributación de las 
ganancias patrimoniales derivadas de 
las aportaciones no dinerarias 

	 La segunda cuestión de interés casa-
cional es determinar si el diferimiento 
de la tributación previsto en el régimen 
FEAC puede considerarse una venta-	
ja fiscal abusiva y, de ser así, si en ca-
sos como el aquí planteado se trata o 
no de una de las ventajas fiscalmente 
abusivas identificadas en el acto ad-
ministrativo por el que se practicó la 
regularización.

	 En la instancia, la Audiencia Nacional, 
constatada la inexistencia de moti-
vos económicos válidos, anudó, como 
consecuencia inmediata y automáti-	
ca, el rechazo total del régimen FEAC 
y la consiguiente pérdida del aplaza-
miento o diferimiento de la tributa-	
ción de las plusvalías latentes deri-
vadas de la operación al margen de 
que hubiera sido la ventaja fiscal bus-	
cada directa o indirectamente con la 
operación. 

	 Pues bien, el Tribunal Supremo recha-
za la tesis de la instancia por contra-
decir la doctrina acogida por la Sala 
sobre la aplicación del principio de 
proporcionalidad e implicar, asimis-
mo, una eliminación automática y en 
todo caso del diferimiento de la tribu-
tación de las plusvalías latentes que 
no se acomoda a la jurisprudencia 
comunitaria ni al principio de neutra-
lidad fiscal que pretende amparar el 	
régimen FEAC. 

	 El alto tribunal enfatiza que dicho ré-
gimen se define y caracteriza por el 

diferimiento en la tributación de las 
rentas que se generan en el transmi-
tente por la aportación de elementos 
patrimoniales hasta el momento de la 
cesión de los activos. Tal diferimiento 
no puede ser entendido, por sí mismo, 
como una ventaja fiscal que deba y 
pueda ser eliminada de forma auto-
mática si resulta que la operación de 
reestructuración no se apoya en mo-
tivos económicos válidos. Dicho de 	
otro modo, la ventaja fiscal objeto 	
de regularización no se puede iden-
tificar automática y necesariamente 
con el diferimiento de la tributación 
de las plusvalías latentes, puesto que 
el principio de neutralidad fiscal se 
consigue precisamente a través de la 	
técnica del diferimiento del impues-	
to derivado de la transmisión de ele-
mentos patrimoniales en que ha con-
sistido el objeto de la operación de re-	
estructuración. Asimismo, añade el 
Supremo, la ventaja fiscal no se puede 
identificar con el «no tributar» por una 
plusvalía que, de no haberse realizado 
la operación, habría sido objeto de 	
tributación.

	 A este respecto, la Sala recuerda que 	
la propia Dirección General de Tribu-
tos, en su consulta V2214-23, de 27 de 
julio, con cita de la jurisprudencia del 
propio tribunal, ha admitido que la 
ventaja fiscal perseguida con la ope-
ración de reestructuración (y, por tan-
to, la única que se podría eliminar) 	
es distinta del diferimiento en la tribu-	
tación de las rentas generadas, inhe-
rente al propio régimen. Y ello, pese 
a que el Tribunal Central en las reso-
luciones posteriores de 22 de abril 
(RG 6448-2022 y RG 6452/2022) 
y de 27 de mayo (RG 6550/2022 y 
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RG 6513/2022) del 2024 y de 8 de 	
mayo del  2026  (RG  2211/2024) 	
mantenga que el análisis del régimen 
FEAC permite la eliminación del di-	
ferimiento.

	 Pues bien, a juicio de la Sala, el di-
ferimiento propio del régimen FEAC 
sólo se podrá eliminar si representa el 
principal objetivo buscado al realizar 

la operación. En el presente caso, el 
diferimiento no ha sido una ventaja 
fiscal identificada como abusiva por 
la inspección. Lo que la liquidación 
identifica como ventaja fiscal abusiva 
es la reducción de la carga impositi-
va de los dividendos percibidos, que 
se ha traducido en la aplicación de 
la exención del artículo 30 del texto 
refundido por doble imposición de di-	
videndos, pero no el diferimiento de 	
las plusvalías latentes derivadas de la 
operación. Por consiguiente, la co-
rrección del abuso, tal y como apare-	
ce identificado en el acuerdo liqui-
datario y, por tanto, conectado a las 
ventajas fiscales abusivas identifica-	
das en la liquidación, ni exige ni ad-	
mite la eliminación del diferimiento de 
las plusvalías latentes, pues el diferi-
miento no es una ventaja fiscal abu-	
siva identificada como tal por la ins-
pección.

	 En suma, la Sala concluye que la regu-
larización de la Administración podrá 
consistir en eliminar el diferimiento 
de las ganancias patrimoniales deri-
vadas de la aportación no dineraria 
realizada en la constitución de una 
sociedad holding haciendo tributar 
al contribuyente por las plusvalías 
latentes derivadas de la operación 
únicamente si justifica, mediante una 

motivación reforzada, que 
el diferimiento constituye el 
principal objetivo buscado al 	
realizar la operación; tal mo-
tivación reforzada pesa so-	
bre la Administración y debe-	
rá comprender una identifi-
cación de los elementos de 
prueba que sean claramen-	
te indicativos de esa finali-
dad. «La protección de este 

régimen, que se configura como un 
régimen de aplicación general y no 
excepcional, justifica estas exigen-
cias, con el objeto de salvaguardar el 
principio de neutralidad al que sirve».

4.	 Comentarios

	 La doctrina jurisprudencial fijada en esta 
sentencia supone un revés a la práctica 
administrativa que ha venido negando de 
forma automática y total la aplicación del 
régimen FEAC tras apreciar la inexisten-
cia de motivos económicos válidos en la 
operación de reestructuración y, al mis-	
mo tiempo, refuerza las posibilidades de 
defensa del contribuyente frente a regu-	
larizaciones que pretendan suprimir el di-
ferimiento de las plusvalías latentes sin una 
motivación reforzada. 

	 Asimismo, la interpretación efectuada por 
el Tribunal Supremo es relevante a efectos 	

La eliminación del diferimiento  
de la tributación de las plusvalías 
latentes exige una motivación 
reforzada



8

Para más información, consulte nuestra web www.ga-p.com, o diríjase al siguiente e-mail de contacto: info@ga-p.com.

Advertencia legal: El contenido de este documento no se puede considerar en ningún caso recomendación o asesoramiento legal sobre cuestión alguna.

de la interpretación de la cláusula anti-
abuso prevista en el artículo 89.2 de la 
Ley 27/2014, exégesis que viene necesa-
riamente enmarcada por la garantía del 
principio de neutralidad fiscal que funda-
menta el régimen FEAC, el principio de 
proporcionalidad y la jurisprudencia del 
Tribunal de Justicia. 

	 Junto con todo ello, la sentencia es des-
tacable por sus alusiones a las posiciones 

interpretativas de la Dirección General de 
Tributos y, en especial, del Tribunal Eco-
nómico-Administrativo, si bien no ahon-
da en ellas por quedar fuera del debate 
casacional. Queda igualmente pendien-	
te de análisis si la aplicación de los me-
canismos para evitar situaciones de do-
ble imposición societaria de dividendos 
y plusvalías puede ser considerada una 
ventaja fiscal abusiva susceptible de regu-	
larización. 
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